MEDELLIN
AMBITO: INCLUSION SOCIAL
En la agenda gubernamental de Medellín desde hace 20 años se han venido incluyendo, paulatinamente, acciones públicas orientadas a mitigar las demandas más sentidas por diversos segmentos de población en condiciones particulares de vulnerabilidad. Las primeras reivindicaciones han sido obtenidas por las mujeres, logrando implantar un enfoque de género para la satisfacción de sus necesidades y su vinculación ciudadana a través de instituciones especiales y el acceso a cargos en el aparato estatal y el sector privado. 

La nueva Constitución de 1991, a partir de la soberanía popular, transformó profundamente el objeto y la forma de trazar las políticas públicas en un Estado social de derecho, una democracia participativa, pluralista, multicultural y pluriétnica, fundada en el respeto a la dignidad humana, trabajo, solidaridad y prevalencia del interés general. Poblaciones tradicionalmente invisibilizadas por las élites gobernantes afloraron paulatinamente para demandar al sistema político atención. Indígenas y afrocolombianos, discapacitados, mujeres, jóvenes, infantes y adolescente s en condiciones vulnerables, ancestralmente desatendido s por el Estado fueron reconocidos directamente por las administraciones nacional y local, o a través de las decisiones del sistema judicial al no ser atendidas oportuna y efectivamente sus solicitudes. Más recientemente, unos 10 años atrás, homosexual es y campesinos desplazados por la violencia, han sido incluidos en las agendas de gobierno por gestión de sus activistas y voluntad de la administración, o bien, por disposición de la justicia y gestión de organizaciones privadas. El enfoque pretende analizar los comportamientos de los individuos y las organizaciones e indagar por los mecanismos más efectivos para que la implementación de las políticas pueda ser abordada directamente por actores comprometidos en los procesos sociales, con la participación directa de la base poblacional más distante de las altas jerarquías. La idea es que la toma de decisiones para estas poblaciones vulnerables pueda ser abordada directamente por los actores sociales que nunca han accedido a la satisfacción de sus demandas ciudadanas. 

